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PROYECTO DE LEY NÚMERO 163 DE 2016 
SENADO

por medio de la cual se expide la ley del actor para  
garantizar los derechos laborales, culturales y de 

autor de los actores y actrices en Colombia.

CAPÍTULO I

Objeto, ámbito de aplicación y definiciones 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por ob-
jeto establecer un conjunto de medidas que garanticen 
el ejercicio de la actuación como una profesión en Co-
lombia, protegiendo los derechos laborales, culturales 
y de autor de los actores y actrices en sus creaciones, 
conservación, desarrollo y difusión de su trabajo y 
obras artísticas.

Artículo 2°. Ámbito de la ley. La presente ley regula 
lo concerniente a la actuación como profesión, derechos 
laborales y oportunidades de empleo, derechos de autor, 
difusión del trabajo de los actores y régimen sancionato-
rio, entre otros; brindando herramientas para dignificar 
esta labor por sus aportes culturales a la nación.

Parágrafo. La presente ley rige para todo tipo de 
producciones o actividades que requieran de actores y 
actrices para su realización, bien sean escénicas, tea-
trales, audiovisuales, sonoras o de doblaje. 

Artículo 3°. Actor o actriz. Se considera actor para 
efectos de esta ley, aquel creador que se sirve de su cuer-
po, su voz, su intelecto y su capacidad histriónica para 
crear personajes e interpretaciones en producciones tea-
trales y todo tipo de expresiones artísticas y realizaciones 
audiovisuales, radiales y demás medios. El actor o actriz 
es titular de derechos morales y patrimoniales de autor. 

Artículo 4°. Actor profesional. Para efectos de esta 
ley se entiende por actor profesional aquel actor o ac-
triz que acredite alguno de los siguientes requisitos:

i) Título profesional de maestro en artes escénicas
o títulos afines;

ii) Experiencia de trabajo actoral mayor de diez
(10) años acumulados y certificados en cualquier me-
dio escénico o audiovisual, avalada por el Comité de
Acreditación Actoral;

iii) Combinación entre educación informal, técni-
ca o tecnológica y, experiencia de trabajo actoral mí-
nimo de cinco (5) años acumulados y certificados en 
cualquier medio escénico o audiovisual, avalada por el 
Comité de Acreditación Actoral.

Artículo 5°. Ensayo, caracterización, actividad pre-
paratoria y conexa a la creación de personajes. Es toda 
actividad propia de la actuación, mediante la cual el 
actor o actriz prepara la creación o caracterización del 
personaje, ensaya la realización de la obra, investiga, 
estudia, memoriza guiones y realiza cualquier otra acti-
vidad relacionada con el mismo, en el lugar de trabajo 
y fuera de él. 

Artículo 6°. Creaciones artísticas como patrimo-
nio cultural. Las creaciones artísticas de los actores, 
como agentes generadores de patrimonio cultural de 
la nación, contribuyen a la construcción de identidad 
cultural y memoria de la nación. De acuerdo con lo an-
terior, el trabajo de los actores profesionales debe ser 
protegido y sus derechos garantizados por el Estado. 
Las producciones dramáticas en cine, televisión, teatro 
y otras formas de lenguaje escénico o audiovisual son 
bienes de interés cultural.

Artículo 7°. Roles en creaciones artísticas. Entién-
dase por creaciones artísticas: 

– Rol protagónico: Personaje interpretado por un
actor o actriz, alrededor del cual gira la trama central 
de la producción.

– Rol coprotagónico o antagónico: Personaje inter-
pretado por un actor o actriz que, teniendo su propia 
historia dentro de la trama, esta gira alrededor de los 
protagonistas.

P O N E N C I A S

INFORME DE PONENCIA POSITIVA PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 226 DE 2025 SENADO

por la cual se establecen medidas sobre la inmovilización de vehículos y se dictan otras disposiciones.

 

Honorable Senador  
ALEX XAVIER FLOREZ HERNANDEZ 
Presidente Comisión Sexta Constitucional  
Senado de la República 
 
Ref.: Informe de ponencia para primer debate al proyecto de ley Nº 226 de 2025 Senado 
“POR LA CUAL SE ESTABLECEN MEDIDAS SOBRE LA INMOVILIZACIÓN DE 
VEHÍCULOS Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES” 
 
Estimado Presidente, 
  
En cumplimiento de la designación que me hiciera la Mesa Directiva de la Honorable 
Comisión Sexta Constitucional Permanente del Senado de la República, me permito 
rendir informe de ponencia positiva para primer debate al Proyecto de Ley de la 
referencia bajo los siguientes términos:  
 
I. TRÁMITE DE LA INICIATIVA 
 
El proyecto fue radicado el 27 de agosto de 2025 ante la Secretaría General de la 
Cámara de Representantes.  
 
Mediante oficio fechado 22 de septiembre de 2025, fui designado como ponente de esta 
iniciativa.  
 
Su autor es el Honorable Senador Alejandro Vega Pérez.  
 
II. OBJETO DEL PROYECTO 
 
El objeto del presente proyecto de ley es establecer medidas que contribuyan a mejorar la 
situación de la inmovilización de vehículos en el territorio colombiano tanto para los 
propietarios y conductores como para las autoridades de tránsito en los municipios de todas 
las categorías. 
 
III. MARCO LEGAL 
 
Para esta iniciativa han de tenerse en cuenta y consultarse las siguientes disposiciones de 
orden constitucional y legal.  
 
➢ CONSTITUCIONALES 
 
Artículos: 1, 2, 5, 6, 13, 14, 15, 16, 18, 19, 20, 21, 25, 26, 27, 28, 29, 44, 45, 58, 61, 67, 70, 
71, 73, 74, 75, 78, 150 (No. 1, 7, 8, 23) 152, 154, 157 y 209, entre otras.  
 
➢ LEGALES 

 
- Ley 769 de 2002 “Por la cual se expide el Código Nacional de Tránsito Terrestre y 

se dictan otras disposiciones” 
 

 

IV. EXPOSICIÓN DE MOTIVOS  
 
La legislación colombiana vigente que rige los servicios de transporte y remolque en grúas 
con ocasión de la inmovilización de vehículos y de parqueadero que se presta en los 
denominados “patios” se ha quedado corta frente a los retos que estos servicios plantean 
día a día en su prestación. Así mismo, la aplicación de algunas de las disposiciones legales 
vigentes que hoy regulan parcialmente la actividad de grúas y patios no está siendo la 
esperada por el legislador al momento de su expedición.  
 
Como consecuencia de lo anterior, a la fecha varios municipios del país están enfrentando 
dificultades derivadas del inmenso número de vehículos abandonados en los patios de 
inmovilización que no son reclamados por los propietarios o tenedores como consecuencia 
del costo para recuperarlos, razón por la cual hoy son vistos más como “cementerios” que 
como lugares de parqueo temporal. 
 
Para solucionar esta problemática que está afectando a miles de ciudadanos es necesario 
que en la Ley se incluyan herramientas que sirvan para resolver las controversias y 
dificultades que se pueden presentar durante la prestación de los servicios de grúa y 
parqueaderos de vehículos inmovilizados, que guíe hacia prácticas que no atenten contra 
los derechos de los propietarios de los vehículos y que les den garantías a nivel nacional 
de que sin importar el municipio en que se encuentren serán tratados en condiciones 
similares tanto por parte de los particulares que prestan sus servicios a través de contratos 
suscritos como por las entidades públicas, como por estas últimas, a fin de que los 
ciudadanos no estén sometidos a condiciones distintas dependiendo del municipio del país 
en el que haya sido inmovilizado el vehículo, pues ello genera tanto inequidad como 
inseguridad jurídica. 
 
Para efectos de entender la necesidad y pertinencia de este Proyecto de Ley y contar con 
un contexto que permita entender cuáles son las dificultades de las que debe ocuparse la 
norma se analizará la situación desde dos aspectos. El primero, fáctico, a fin de identificar 
los problemas a que están enfrentados tanto ciudadanos como funcionarios por cuenta del 
servicio de grúas y patios de inmovilización de vehículos. El segundo, jurídico, con el 
objetivo de revisar y analizar la normatividad vigente a la luz de las dificultades que se 
vienen presentando en el territorio nacional con el propósito de evidenciar los ajustes que 
se requieren para que el país cuente con un marco jurídico idóneo. 
 
Acumulación de vehículos en los patios de inmovilización. 
 
La acumulación creciente de vehículos en los patios de inmovilización está causando 
pérdidas económicas no solo a miles de propietarios y tenedores, sino también a los 
municipios que se ven obligados a sufragar recursos públicos para custodiar y vigilar dichos 
bienes. 
 
Solo entre las ciudades de Armenia, Bogotá D.C, Bucaramanga, Cali, Cartagena, San José 
del Guaviare, Leticia, Manizales, Montería, Pereira, Tunja, Villavicencio y Yopal1, a mayo 
de 2023 acumulaban en los patios de inmovilización más de 112.377 vehículos, de los 
cuales 86.517 motocicletas y 25.860 vehículos de los demás tipos. 

 
1 Ciudades que que atendieron las consultas efectuadas para la estructuración de este Proyecto de Ley. 
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INFORME DE PONENCIA POSITIVA PARA PRIMER DEBATE EN LA COMISIÓN 
PRIMERA CONSTITUCIONAL DEL SENADO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA DEL 

PROYECTO DE LEY NÚMERO 41 DE 2025 SENADO

por medio de la cual se modifica el artículo 19 de la Ley 1625 de 2013 y se dictan otras disposiciones – 
Ley por decisiones más equilibradas.

 

Bogotá, D. C. septiembre 2025  

Honorable Senador 
Julio Elías Chagüi Flórez 
Presidente Comisión Primera Constitucional 
Senado de la República 
Ciudad 
 

 

 

Ref.: Informe de ponencia positiva para primer debate en la Comisión Primera 
Constitucional del Senado de la República de Colombia del Proyecto de Ley No. 041 
de 2025 Senado “Por medio de la cual se modifica el artículo 19 de la ley 1625 de 
2013 y se dictan otras disposiciones – ley por decisiones más equilibradas”. 

 

Respetado presidente,  

 

Atendiendo a la designación realizada por la Mesa Directiva de la Comisión Primera 
Constitucional Permanente del Senado, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 150 
de la Ley 5ª de 1992, me permito rendir Informe de Ponencia Positiva para Primer Debate en 
la Comisión Primera Constitucional del Senado de la República de Colombia el Proyecto de 
Ley No. 041 de 2025 Senado “Por medio de la cual se modifica el artículo 19 de la ley 1625 
de 2013 y se dictan otras disposiciones – ley por decisiones más equilibradas”. 

 

Cordialmente,  

 

 

 

 

Germán Blanco Álvarez 
Senado de la República  
Ponente  
 
 
 
 

Informe de ponencia Proyecto de Ley No. 041 de 2025 Senado “Por medio de la cual se 
modifica el artículo 19 de la ley 1625 de 2013 y se dictan otras disposiciones – ley por 

decisiones más equilibradas”

Antecedentes
El presente proyecto de ley fue radicado el 23 e3 julio del 2025 en la Secretaria General del 
Senado por parte de los senadores Esteban Quintero Cardona, Mauricio Giraldo Hernández, 
Enrique Cabrales Baquero, Carlos Meisel Vergara, Paloma Valencia Laserna, Andrés Guerra 
Hoyos, José Vicente Carreño Castro, Honorio Henríquez Pinedo, Alirio Barrera Rodríguez, 
Yenny Rozo Zambrano, Paola Holguín Moreno, Jorge Benedetti Martelo, María Fernanda 
Cabal Molina, y los honorables Representantes a la Cámara Yulieth Sánchez Carreño, Juan 
Espinal Ramírez, Oscar Villamizar Meneses y publicado en la gaceta 1291 del 2025 Senado.

Para lo cual la Mesa Directiva de la Comisión Primera del Senado de la República me designa 
como ponente.

Objeto de la Ley

El presente Proyecto de Ley tiene como objeto modificar la Ley 1625 de 2013 con el fin de 
ajustar la conformación y funcionamiento de las Áreas Metropolitanas, eliminando el poder 
de veto de los municipios núcleo que no sean capital de departamento dentro de la junta 
directiva metropolitana. 

La iniciativa busca garantizar un proceso de toma de decisiones más equitativo entre los 
municipios integrantes, evitando que un solo municipio no capital concentre una facultad de 
veto que pueda obstaculizar el desarrollo metropolitano. Además establece que en los casos 
en que las Áreas Metropolitanas estén conformadas únicamente por municipios no capitales, 
serán sus estatutos los que definan la conformación de la junta y la elección del Director, bajo 
principios de igualdad.

Conveniencia de la iniciativa

En Colombia, las Áreas Metropolitanas (AM) surgen dentro del marco jurídico con la 
reforma constitucional de 1968. Esta reforma posibilitó la creación de áreas metropolitanas 
y asociaciones de municipios para coordinar la planeación y ejecución de políticas. Sin 
embargo, la reglamentación de las condiciones en las cuales deben operar las áreas 
metropolitanas tuvo lugar sólo hasta el decreto-ley 3104 de 1979 mientras las primeras áreas 
metropolitanas oficialmente declaradas del país surgieron en la década de 1980. La 
Constitución Política de 1991 incluye las áreas metropolitanas como entidades 
administrativas. Las principales leyes que han modificado los parámetros para la creación o 
el funcionamiento de las áreas metropolitanas a partir de entonces han sido la ley 128 de 1994 
o Ley Orgánica de Áreas Metropolitanas y, posteriormente, la ley 1625 de 2013 o Ley de
Áreas Metropolitanas, derogatoria de la primera. Además, las leyes 388 de 1997 y 1454 de
2011 con respecto al funcionamiento de los municipios y a los mecanismos de planificación



Gaceta del Congreso  1825	 Martes, 30 de septiembre de 2025	 Página 13

dentro de los mismos, la ley 99 de 1993 en cuanto a la participación de las áreas 
metropolitanas dentro del Sistema Nacional Ambiental (SINA) y el decreto 170 de 2001, del 
Ministerio de Transporte contienen disposiciones que conciernen a las áreas metropolitanas. 
Así, a pesar de que el estatuto más reciente para las áreas metropolitanas en Colombia data 
de 2013, el país ha incluido esta figura en su ordenamiento jurídico desde finales de la década 
de 1960.

Dentro del marco normativo bajo el cual operan las áreas metropolitanas actualmente en 
Colombia, explorando los criterios para su conformación y funcionamiento se han 
establecido el Área Metropolitana del Valle de Aburrá (constituida por nueve municipios en 
1980, un municipio agregado en 2016), Área Metropolitana de Bucaramanga (constituida por 
dos municipios en 1981, un municipio agregado en 1986), Área Metropolitana de 
Barranquilla (constituida por cinco municipios en 1981), Área Metropolitana de Cúcuta 
(constituida por cuatro municipios en 1981) y el Área Metropolitana de Centro Occidente 
(constituida por dos municipios en 1981, un municipio adicional agregado en el mismo año) 
y el Área Metropolitana de Valledupar (constituida por seis municipios en 2005).

La Constitución Política de Colombia, en su artículo 319, establece las áreas metropolitanas 
como entidades administrativas con funciones asociadas al desarrollo armónico del territorio, 
la racionalización y eventual prestación de servicios públicos, y la ejecución de obras de 
interés metropolitano. Adicionalmente, establece la posibilidad de que estas entidades puedan 
convertirse en distritos (Const., 1991). Por su parte, la ley 1625 de 2013 establece cuatro 
competencias en las que se inscribe la actuación de las áreas metropolitanas y que determinan 
sus funciones. La primera de ellas es la programación y coordinación del desarrollo 
“armónico, coordinado y sustentable” de los municipios que la integran. La segunda, la 
racionalización y eventual prestación de los servicios públicos dentro del mismo territorio. 
La tercera, la ejecución de obras de infraestructura vial y el desarrollo de proyectos de interés 
social. Finalmente, la cuarta tiene que ver con el establecimiento de directrices para el 
ordenamiento territorial de sus municipios miembros, de tal forma que se armonicen sus 
Planes de Ordenamiento Territorial, según la Ley 1625 de 2013.

Las funciones de las AM consignadas en la ley son más específicas, y están relacionadas con 
la declaratoria y regulación de hechos metropolitanos, la planeación del desarrollo, la gestión 
de la Vivienda de Interés Social -en cuanto a la articulación del Sistema Nacional de Vivienda 
de Interés Social y la adopción de políticas metropolitanas de vivienda-, la racionalización y 
eventual prestación de servicios públicos, la ejecución de obras de infraestructura, el ejercicio 
de la autoridad ambiental y la gestión de la movilidad, a través de la formulación y adopción 
de políticas de movilidad regional. En general, puede decirse que, por sus funciones, las áreas 
metropolitanas se definen como planeadoras del desarrollo, el ordenamiento territorial y la 
movilidad, así como de programas metropolitanos de vivienda, coordinadoras de la 
implementación de políticas nacionales de Vivienda de Interés Social y reguladoras en temas 
de medio ambiente, servicios públicos (racionalización en la prestación de los servicios 
públicos) y movilidad, además de ejecutoras de obras de carácter metropolitano.

Como instrumentos para la planeación y control de los fenómenos que sobrepasan el ámbito 
municipal, la ley establece la promulgación de hechos metropolitanos, el Plan Integral de 

Desarrollo Metropolitano y el Plan Estratégico Metropolitano de Ordenamiento Territorial. 
A continuación, se resumen las características de cada uno de estos instrumentos. Entendida 
como el mejoramiento de las condiciones de eficiencia en la prestación de servicios públicos.

Hechos metropolitanos
Según la ley 1625, los hechos metropolitanos son “aquellos fenómenos económicos, sociales, 
tecnológicos, físicos, culturales, territoriales, políticos o administrativos, que afecten o 
impacten simultáneamente a dos o más de los municipios que conforman el Área 
Metropolitana” (Ley 1625 de 2013, art. 10). Como puede observarse, la definición legal de 
hechos metropolitanos es considerablemente comprensiva, y les permite a las áreas 
metropolitanas ampliar sus competencias a aspectos que exceden los establecidos 
explícitamente por la ley.

Para su definición, los hechos metropolitanos deben satisfacer los criterios de alcance 
territorial, eficiencia económica, capacidad financiera, capacidad técnica, organización 
político administrativa e impacto social (Ley 1625 de 2013). La satisfacción de estos criterios 
se hace efectiva cuando la atención del hecho metropolitano demanda más de lo que puede 
ofrecerse en el nivel municipal, pero igual o menos de lo que se puede ofrecer desde el 
metropolitano.

Criterio Definición
Alcance territorial Tiene en cuenta el impacto sobre el territorio, considerando

los costos y beneficios, para establecer si el hecho tiene alcance 
metropolitano.

Eficiencia económica Evalúa la generación de nuevas economías de escala con la 
aplicación del proyecto que defiende el

hecho
metropolitano.

Capacidad financiera Permite determinar si las acciones o funciones que se 
considerarán hechos metropolitanos requieren inversiones que 
superan las capacidades locales tomadas
individualmente.

Capacidad técnica Consiste en la evaluación de si las funciones, obras y servicios
que se van a ejecutar tienen niveles mayores de eficacia y 
eficiencia si se realizan a nivel metropolitano.

Organización político-
administrativa

Considera la estructura institucional y administrativa para 
determinar si la atención del hecho

metropolitano
corresponde con un nivel supramunicipal.

Impacto social Evalúa la incidencia del fenómeno o hecho metropolitano en la 
población.

Plan Integral de Desarrollo Metropolitano

Los instrumentos de planeación que articulan las demás funciones de las áreas metropolitanas 
con la atención a los hechos metropolitanos son los planes integrales de desarrollo 
metropolitano (PIDM). Estos planes constituyen un marco de acción de largo plazo para que 
las políticas públicas ejecutadas, tanto por el área metropolitana como por cada municipio, 
converjan en un objetivo común de desarrollo. El PIDM constituye una norma de superior 
jerarquía, es decir que determina obligatoriamente los planes de ordenamiento territorial y 
los planes de desarrollo municipal, en lo referente a los hechos metropolitanos. 

Según la norma, el PIDM debe incluir la misión y visión de la región en relación con los 
Hechos Metropolitanos y las competencias otorgadas a las Áreas Metropolitanas, así como 
las estrategias puntuales mediante las cuales se lograrán los objetivos. Estrategia para la 
Gestión Integral del Agua, el Sistema Metropolitano de Vías y Transporte público, el Sistema 
de Equipamientos Metropolitanos, la estrategia para la vivienda social y prioritaria, el 
ordenamiento del suelo rural y suburbano, los mecanismos de reparto de cargas y beneficios, 
y el programa de ejecución (Ley 1625 de 2013).

El Plan Estratégico Metropolitano de Ordenamiento Territorial es una novedad de la ley 1625 
con respecto a la normativa anterior (ley 128, “orgánica de áreas metropolitanas”). Este plan, 
que también contiene normas obligatoriamente generales, especifica la planeación en la 
movilidad regional, el transporte metropolitano, la estrategia de gestión de agua, y la vivienda 
social y prioritaria. 

Tanto el Plan Estratégico Metropolitano de Ordenamiento Territorial como el Plan Integral 
de Desarrollo Metropolitano deben contener necesariamente:

Las normas obligatoriamente generales que definan los objetivos y criterios a los que deben 
sujetarse los municipios que hacen parte del área, al adoptar sus planes de ordenamiento 
territorial en relación con las materias referidas a los hechos metropolitanos, de acuerdo con 
lo previsto en la presente ley (Ley 1625 de 2013, p. art.13)

Esto les asigna a ambos planes competencias idénticas en lo referente a las normas 
obligatoriamente generales en relación con los hechos metropolitanos, por lo que la 
planeación del ordenamiento territorial en el orden municipal debe cumplir necesariamente 
las directrices de ambos planes.

Que el Plan Estratégico Metropolitano de Ordenamiento Territorial contenga un programa de 
ejecución al que debe hacérsele seguimiento mediante la constitución de un expediente 
metropolitano permite distinguir desde el punto de vista de la norma el PEMOT del PIDM. 
Mientras que el PIDM tiene una perspectiva de largo plazo, el PEMOT tiene un programa de 
ejecución con unas vigencias similares a los POT municipales, es decir que tiene metas 
específicas en el corto y mediano plazo.

Otra normativa relacionada con las Áreas Metropolitanas.

Otras normas relacionadas con la articulación de los municipios en áreas metropolitanas son 
la ley 388 de 1997 y la ley 1454 de 2011 en términos de planeación, la ley 99 de 1993 en 
temas ambientales, y la ley 769 de 2002 (código nacional de tránsito) y el decreto 170 de 
2001 en cuanto a competencias en movilidad, respectivamente. Tanto la ley 388 como la 
1454 están orientadas al ordenamiento territorial. La primera de ellas establece los 
parámetros para la formulación y ejecución de los Planes de Ordenamiento Territorial, 
mientras que la segunda se centra en establecer normas orgánicas para el ordenamiento y el 
desarrollo territorial del país, en todos los niveles (no solamente en el municipal).

a) Ley 388 de 1997
En la ley 388 de 1997 se establecen detalladamente los lineamientos para los planes de
ordenamiento territorial en el nivel municipal, y las herramientas legales y técnicas necesarias
para la formulación y ejecución de esos planes. Esta ley concibe las áreas metropolitanas
como un ente de planeación de nivel superior a los municipios, pero inferior al nivel
departamental y nacional, y antepone jerárquicamente las directrices de las áreas
metropolitanas sobre las disposiciones municipales.

La ley 388 brinda a las áreas metropolitanas herramientas de gestión como la enajenación 
voluntaria o expropiación de inmuebles. Asimismo, reglamenta la participación de estas 
entidades en la plusvalía generada por las obras que ejecuten “De acuerdo con lo que al 
respecto definan los planes integrales de desarrollo metropolitano” (Ley 388 de 1997, art. 
87).

b) Ley 1454 de 2011 – Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial
Mientras que la ley 388 define las características de los Planes de Ordenamiento Territorial
para los municipios de Colombia, la ley 1454 establece un marco general para la actuación
de las entidades territoriales y administrativas en lo relativo al ordenamiento y desarrollo
territorial, así como las competencias de las entidades territoriales y áreas metropolitanas en
este tema.

En ese sentido, la ley define las competencias generales de cada órgano de planeación en 
relación con su jurisdicción territorial y las posibilidades de gestión en coordinación con la 
Nación y el Plan Nacional de Desarrollo. En el caso de las áreas metropolitanas, son 
consideradas dentro de esta ley como esquemas asociativos territoriales entre municipios, es 
decir, como asociaciones en las cuales un municipio con un mayor nivel de desarrollo 
beneficia a otros municipios colindantes menos desarrollados “a fin de hacer efectivos los 
principios de solidaridad, equidad territorial, equidad social, sostenibilidad ambiental y 
equilibrio territorial” (Ley 1454 de 2011). En esta categoría se encuentran también las 
asociaciones de municipios, asociaciones de departamentos, regiones de planificación y 
gestión, y las regiones administrativas de planificación. Adicionalmente, la ley estipula la 
posibilidad de que dos o más áreas metropolitanas en uno o varios departamentos puedan 
asociarse para organizar la prestación de servicios públicos, obras de ámbito regional y el 
cumplimiento de funciones administrativas, mediante convenios o contratos plan.
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Órganos directivos de las áreas metropolitanas

La ley de áreas metropolitanas puede considerarse como orientadora de territorios mejor 
planeados, que se estructuren en favor de la sustentabilidad y que no obstaculicen su 
desarrollo por problemas administrativos intermunicipales. Como se observó en el apartado 
anterior, las áreas metropolitanas, en tanto esquemas asociativos territoriales, sirven para que 
se dé más fácilmente la colaboración entre los municipios más desarrollados y los menos 
desarrollados.

El principal órgano administrativo de las áreas metropolitanas es la Junta Metropolitana. Al 
interior de ésta, los alcaldes de los municipios miembros – incluido el municipio núcleo-, un 
representante del concejo del municipio núcleo y uno de los demás concejos tienen voz y 
voto, mientras que los demás integrantes –a saber, un delegado permanente del Gobierno 
Nacional y los presidentes de los Consejos Asesores Metropolitanos (generalmente el 
Director del Área Metropolitana)- tienen voz pero no voto.

El municipio núcleo tiene un papel preponderante en todas las instancias de las Áreas 
Metropolitanas. Además de que su alcalde es el presidente de la Junta Metropolitana, es el 
único municipio cuyo Concejo tiene un representante permanente en dicho órgano. 
Adicionalmente, el presidente de la junta es el único miembro con el poder de sancionar los 
Acuerdos Metropolitanos, expedir decretos metropolitanos y remover de su cargo al Director 
del Área Metropolitana.

Los Consejos Asesores Metropolitanos tienen representación de los municipios miembros y 
el departamento. Sin embargo, sólo su presidente, es decir, el director del A.M., puede asistir 
a la junta metropolitana como invitado permanente. Así, el municipio núcleo tiene tres 
representantes en la Junta Metropolitana: el Alcalde, que cumple la función de presidente y 
tiene, en consecuencia, unas responsabilidades y facultades específicas; un miembro del 
concejo municipal, y, sin voto pero con voz, el Director del A.M. que, si bien no es un 
funcionario del Municipio núcleo, sí es nombrado a partir de la terna presentada por el 
Alcalde del municipio núcleo y es un empleado de libre remoción de dicho alcalde. Teniendo 
en cuenta que, según la misma ley, las decisiones en la junta metropolitana se toman por 
mayoría simple, la influencia del municipio núcleo en esas decisiones es mayor que la de los 
demás municipios integrantes. Adicionalmente, tal y como está estipulado en el artículo 19 
de la ley, el Plan Integral de Desarrollo Metropolitano, el Plan de Inversiones y el Presupuesto 
Anual de Rentas y Gastos del Área Metropolitana, así como la elección del Director del Área 
Metropolitana deberán tener el voto afirmativo del presidente de la Junta, lo que aumenta la 
influencia del alcalde del municipio núcleo en las políticas metropolitanas. 

Es por ello que teniendo en cuenta que el Municipio Núcleo es la ciudad capital de cada 
departamento la normatividad establece el veto, pero en el caso que se pretenda constituir un 
área metropolitana donde no se encuentre la ciudad capital del departamento, es necesario 
que por equidad y debida representación el municipio núcleo de esas eventuales Áreas 
Metropolitanas al momento de aprobar , el Plan Integral de Desarrollo Metropolitano, el Plan 
de Inversiones y el Presupuesto Anual de Rentas y Gastos del Área Metropolitana, así como 
la elección del Director del Área Metropolitana no tenga la facultad de veto o más bien que 

no se dependa del voto afirmativo del municipio núcleo para aprobar lo anteriormente 
mencionado.

Las funciones de cada uno de los órganos de las áreas metropolitanas en Colombia, según la 
ley 1625. La Junta Metropolitana, en su condición de máximo organismo para la toma de 
decisiones, tiene injerencia en la planeación del desarrollo, la racionalización de la prestación 
de servicios públicos, la infraestructura metropolitana, la gestión ambiental, el transporte y 
las decisiones fiscales y administrativas al interior de la institución. Sin embargo, como se 
mencionó anteriormente, el presidente de la junta tiene atribuciones especiales en las 
principales decisiones ejecutivas. Adicionalmente, el director del AM tiene entre sus 
funciones la presentación de proyectos de acuerdo metropolitanos -entre los cuales están los 
PIDM y los PEMOT- para la aprobación de la junta metropolitana o, en su defecto, del 
presidente de la Junta. Estos acuerdos de la Junta Metropolitana, así como los decretos 
expedidos por el presidente de dicha corporación se constituyen en normas de superior 
jerarquía para los municipios miembros en los asuntos que atribuye la ley. En conclusión, la 
ley de áreas metropolitanas establece unos mecanismos de decisión en los que el municipio 
núcleo tiene una mayor influencia. Esta estructura institucional es coherente con la 
concepción de las áreas metropolitanas como esquemas asociativos en los que el municipio 
más desarrollado apoya a los menos desarrollados para propender por la integralidad y 
ordenamiento del desarrollo. Sin embargo, la norma es clara en dictar que la influencia de las 
áreas metropolitanas en las políticas municipales se refiere únicamente a las competencias 
consignadas en la ley y a los hechos metropolitanos, y que estos últimos no pueden ser 
constituidos por decreto del Presidente de la Junta, sino que deben ser aprobados por mayoría 
simple en este órgano, lo que impide que las competencias de las Áreas Metropolitanas sean 
ampliadas por una decisión unilateral.

Financiación de las áreas metropolitanas

La ley 1625 no modifica lo concerniente a Patrimonio y Rentas con respecto a la ley 128 de 
1994. En su artículo 28, la ley enumera las fuentes de ingresos de las Áreas Metropolitanas, 
entre las cuales algunas dependen de las decisiones de distintas entidades territoriales, otras 
están dirigidas a las áreas metropolitanas de forma fija a partir de la ley, y otras dependen del 
ejercicio de las funciones de estas entidades. 

Según esta misma ley, el control a la ejecución de estos recursos es realizado por la 
Contraloría del departamento en el que esté inscrito el municipio núcleo del Área 
Metropolitana. Adicionalmente, los alcaldes de los municipios dentro de un Área 
Metropolitana están facultados, previa aprobación de su Concejo Municipal, para recaudar 
recursos adicionales por concepto de valorización orientada a la financiación de obras de 
impacto metropolitano.

Como puede observarse, son más, en número, las fuentes de financiación de las Áreas 
Metropolitanas que no dependen de entidades territoriales. En este conjunto existen rubros 
asociados tanto al manejo ambiental como al manejo de la movilidad y la ejecución de obras 
de alcance metropolitano. Adicionalmente, está establecido, a partir de la ley 1454, que los 

concejos municipales definan la participación presupuestal de sus municipios en el área 
metropolitana correspondiente.

Los ingresos de las áreas metropolitanas que no dependen de las entidades territoriales son, 
fundamentalmente, provenientes de la sobretasa del dos por mil sobre el avalúo catastral de 
todos los inmuebles ubicados en la jurisdicción del A.M. Esta sobretasa se sustenta en el 
artículo 317 de la Constitución, como destinación de recursos a “entidades encargadas del 
manejo y conservación del ambiente”.

Casos que justifican la iniciativa:

En el nivel nacional existen ejemplos como el del oriente antioqueño en donde  desde varios 
años varias instituciones del Oriente antioqueño se ha planteado en la subregión un plan que 
permita determinar los macroproyectos que llevarán a cabo un verdadero Ecodesarrollo para 
el territorio, dado el crecimiento desbordado que se ha tenido en algunos de sus municipios.

Adicionalmente, se requiere desarrollar sectores económicos promisorios de acuerdo con la 
demanda internacional, en conjunto con proyectos de vida de las comunidades rurales, que 
permitan generar y/o consolidar vocaciones económicas para generar verdadero arraigo en la 
ruralidad y apuestas de seguridad alimentaria para el Oriente antioqueño, el departamento y 
el país; y, de esta forma, combatir de manera integral al crimen organizado, al microtráfico, 
entre otros; que de nuevo están tomándose al territorio del Oriente antioqueño por falta de 
oportunidades. 

Pero de nada sirve tener una hoja de ruta, de ordenamiento y planeación a futuro sino se 
tienen una (s) figura (s) claras en cuanto a asociatividad y gobernanza en el territorio, tal 
como también se evidencia en la clave 10 de futuro para el Oriente antioqueño.

Es así con esta posibilidad de crear un Área Metropolitana inicialmente en los municipios del 
Valle de San Nicolás, genera la esperanza de que con una figura que tiene herramientas de 
construcción de territorio, sea la “motivadora” de proyectos que impacten no solo estos 9 
municipios sino que permita establecer relaciones con las provincias existentes en los temas 
de infraestructura vial, de salud, de educación, de transporte masivo integrado, de 
proveeduría, de seguridad alimentaria, de seguridad integral en las zonas, de conservación de 
las fuentes hídricas, el páramo, del talento humano necesario para las actividades industriales, 
comerciales y de servicios en el Altiplano; que permita integrar el aeropuerto JMC a las 
actividades agropecuarias y de exportación de las zonas Páramo, Embalses y Bosques, entre 
otras. Es claro que el Valle de San Nicolás requiere del desarrollo equitativo en los otros 14 
municipios del Oriente antioqueño para su calidad de vida y desarrollo futuro.

Para este fin, se requiere que se modifique el párrafo 19 de la actual Ley 1625 de 2013 para 
que el municipio núcleo asuma un rol de liderazgo transformacional, de articulación y de 
conciliación en toda la subregión, donde el derecho al veto ha impedido avanzar en las 
conversaciones de colaboración e integración con muchos de los municipios. 
Adicionalmente, se deben dejar claras los canales de comunicación y de realización de 
proyectos articulados entre los hechos provinciales y los metropolitanos dentro de esta 

propuesta de ajuste a la ley, dado que en la actualidad no se podría concebir un Plan Integral 
de Desarrollo Metropolitano sin tener en cuenta las realidades de la ruralidad y municipios 
que rodean dicha Área Metropolitana.

Fuentes normativas

CONSTITUCIÓN POLÍTICA 

ARTICULO 319. Cuando dos o más municipios tengan relaciones económicas, sociales y 
físicas, que den al conjunto características de un área metropolitana, podrán organizarse 
como entidad administrativa encargada de programar y coordinar el desarrollo armónico e 
integrado del territorio colocado bajo su autoridad; racionalizar la prestación de los 
servicios públicos a cargo de quienes la integran y, si es el caso, prestar en común algunos 
de ellos; y ejecutar obras de interés metropolitano.
La ley de ordenamiento territorial adoptará para las áreas metropolitanas un régimen 
administrativo y fiscal de carácter especial; garantizará que en sus órganos de 
administración tengan adecuada participación las respectivas autoridades municipales; y 
señalará la forma de convocar y realizar las consultas populares que decidan la vinculación 
de los municipios.
Cumplida la consulta popular, los respectivos alcaldes y los concejos municipales 
protocolizarán la conformación del área y definirán sus atribuciones, financiación y 
autoridades, de acuerdo con la ley.
Las áreas metropolitanas podrán convertirse en Distritos conforme a la ley.

ARTICULO 325.  Con el fin de garantizar la ejecución de planes y programas de desarrollo 
integral y la prestación oportuna y eficiente de los servicios a su cargo, dentro de las 
condiciones que fijen la Constitución y la ley, el Distrito Capital podrá conformar un área 
metropolitana con los municipios circunvecinos y una región con otras entidades 
territoriales de carácter departamental

Pliego de Modificaciones 

Texto radicado Texto propuesto Observaciones
“Por medio de la cual se 
modifica el artículo 19 de 
la Ley 1625 de 2013 y se 
dictan otras disposiciones” 
– Ley por decisiones más
equilibradas

“Por medio de la cual se 
modifica el artículo 19 de 
la Ley 1625 de 2013 y se 
dictan otras disposiciones” 
– Ley por decisiones más
equilibradas

Se modifica el titulo toda 
vez que se modifica no solo 
el artículo 19 de la ley 1625.

Sin equivalente Artículo 1. Objeto. La 
presente ley tiene por 
objeto modificar la Ley 
1625 de 2013, con el 

Por técnica legislativa se 
adiciona un artículo con el 
objeto de la ley
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propósito de excluir del 
poder de veto a los 
municipios núcleo que no 
ostenten la calidad de 
capital de departamento 
en la junta directiva de su 
respectiva Área 
Metropolitana. Esta 
exclusión aplica 
específicamente en los 
procesos de aprobación del 
Plan Integral de 
Desarrollo Metropolitano, 
el Plan de Inversiones y el 
Presupuesto Anual de 
Rentas y Gastos del Área 
Metropolitana, así como 
en la elección del Director 
del Área Metropolitana.

Articulo 1. Introdúzcase el 
paragrafo 2 al artículo 19 
de la ley 1625 de 2013, 
cuyo texto será el 
siguiente:

ARTÍCULO 19. 
QUÓRUM Y 
VOTACIÓN. La Junta 
Metropolitana podrá 
sesionar válidamente con la 
mayoría de sus miembros y 
sus decisiones se adoptarán 
por la mayoría absoluta de 
los votos de los mismos.
PARÁGRAFO. La 
aprobación del Plan Integral 
de Desarrollo 
Metropolitano, el Plan de 
Inversiones y el Presupuesto 
Anual de Rentas y Gastos 
del Área Metropolitana y la 
elección del director del 
Área Metropolitana, deberá 
contar con el voto afirmativo 
del Presidente de la Junta.

Articulo 2 1. Introdúzcase 
el parágrafo 2 al artículo 
19 de la ley 1625 de 2013, 
cuyo texto será el 
siguiente:

ARTÍCULO 19. 
QUÓRUM Y 
VOTACIÓN. La Junta 
Metropolitana podrá 
sesionar válidamente con la 
mayoría de sus miembros y 
sus decisiones se adoptarán 
por la mayoría absoluta de 
los votos de los mismos.
PARÁGRAFO. La 
aprobación del Plan Integral 
de Desarrollo 
Metropolitano, el Plan de 
Inversiones y el Presupuesto 
Anual de Rentas y Gastos 
del Área Metropolitana y la 
elección del director del 
Área Metropolitana, deberá 
contar con el voto afirmativo 
del Presidente de la Junta.

Se ajusta numeración.
Al solo introducirse un 
nuevo parágrafo para 
conservar la integralidad del 
artículo se elimina lo no 
modificado por esta 
disposición.

PARAGRAFO 2. Lo 
dispuesto en el paragrafo 
anterior, no será aplicable en 
aquellos casos en los cuales 
el Área Metropolitana esté 
conformada exclusivamente 
por municipios que no 
ostenten la calidad de capital 
de Departamento.

PARAGRAFO 2. Lo 
dispuesto en el parágrafo 
anterior, no será aplicable en 
aquellos casos en los cuales 
el Área Metropolitana esté 
conformada exclusivamente 
por municipios que no 
ostenten la calidad de capital 
de Departamento.

Artículo 2. Introdúzcase el 
parágrafo al artículo 15 de 
la ley 1625 de 2013, cuyo 
texto será el siguiente:
PARÁGRAFO 3: El 
presente articulo no será 
aplicable a las Áreas 
Metropolitanas que estén 
conformados por 
municipios que no sean 
capital de departamento, y la 
conformación de la junta 
metropolitana será definida 
por sus estatutos en el marco 
de condiciones de igualdad.

Artículo 3 2. Introdúzcase 
el parágrafo 3 al artículo 
15 de la ley 1625 de 2013, 
cuyo texto será el 
siguiente:
PARÁGRAFO 3: El 
presente articulo no será 
aplicable a las Áreas 
Metropolitanas que estén 
conformados por 
municipios que no sean 
capital de departamento, y la 
conformación de la junta 
metropolitana será definida 
por sus estatutos en el marco 
de condiciones de igualdad.

Se ajusta numeración. Se 
adiciona un 3 para dar 
claridad que es el segundo 
parágrafo del art 24 de la ley 
1625 del 2013.

Artículo 3: Introdúzcase el 
parágrafo al artículo 23 de 
la ley 1625 de 2013, cuyo 
texto será el siguiente:

PARÁGRAFO: El numeral 
3 del presente articulo no 
será aplicable a las Áreas 
Metropolitanas que estén 
conformadas por municipios 
que no sean capital de 
departamento.

Artículo 4. 3: Introdúzcase 
el parágrafo al artículo 23 
de la ley 1625 de 2013, 
cuyo texto será el 
siguiente:
PARÁGRAFO: El numeral 
3 del presente articulo no 
será aplicable a las Áreas 
Metropolitanas que estén 
conformadas por municipios 
que no sean capital de 
departamento.

Se ajusta numeración.

Artículo 4: Introdúzcase el 
parágrafo al artículo 24 de 
la ley 1625 de 2013, cuyo 
texto será el siguiente:

Artículo 5. 4: Introdúzcase 
el parágrafo 2 al artículo 
24 de la ley 1625 de 2013, 
cuyo texto será el 
siguiente:

Se ajusta numeración. Se 
adiciona un 2 para dar 
claridad que es el segundo 
parágrafo del art 24 de la ley 
1625 del 2013.

PARÁGRAFO 2: El 
presente articulo no será 
aplicable a las Áreas 
Metropolitanas que estén 
conformadas por municipios 
que no sean capital de 
departamento, y el Director, 
su elección como su perfil 
será definida por los 
estatutos. 

PARÁGRAFO 2: El 
presente articulo no será 
aplicable a las Áreas 
Metropolitanas que estén 
conformadas por municipios 
que no sean capital de 
departamento, y el Director, 
su elección como su perfil 
será definida por los 
estatutos. 

Artículo 5. Vigencia: La 
presente Ley rige a partir de 
su promulgación y deroga 
todas las disposiciones que 
le sean contrarias.

Artículo 6 5. Vigencia.: La 
presente Lley rige a partir de 
su promulgación y 
publicación en el diario 
oficial y deroga todas las 
disposiciones que le sean 
contrarias.

Se ajusta numeración. Se 
ajusta redacción.

Impacto Fiscal
En cumplimiento del artículo 7° de la Ley 819 de 2003, resulta pertinente manifestar que el 
proyecto de ley no genera impacto fiscal alguno, toda vez que lo que se pretende son 
decisiones más equilibradas en relación con las regiones metropolitanas cuyo municipio 
núcleo no sea capital de departamento, eliminando en estos casos el poder de veto de que 
trata la norma en cuestión. En ese sentido, el proyecto de Ley hace uso del presupuesto con 
el que ya cuentan las entidades gubernamentales, lo que no representa ningún gasto adicional 
para la Nación. 

Conflicto de intereses

Teniendo en cuenta el artículo 3° de la Ley 2003 de noviembre de 2019, por la cual se 
modifica parcialmente la Ley 5ª de 1992 y se dictan otras disposiciones, que modifica el 
artículo 291 de la misma Ley, que establece la obligación al autor y ponentes del proyecto de 
presentar la descripción de las posibles circunstancias o eventos que podrían generar un 
conflicto de interés para la discusión y votación del proyecto, siendo estos, criterios guías 
para que los congresistas tomen una decisión en torno a si se encuentran en una causal de 
impedimento, se considera que frente al presente proyecto, no se generan conflictos de interés 
alguno, puesto que las disposiciones aquí contenidas son generales y no generan beneficios 
particulares, actuales y directos.

Sin perjuicio de lo anterior, se debe tener en cuenta que la descripción de los posibles 
conflictos de interés que se puedan presentar frente al trámite del presente proyecto de Ley 
no exime del deber del Congresista de identificar causales adicionales.

Proposición 

En virtud de las consideraciones anteriormente expuestas, solicito a los miembros de la 
Comisión Primera del Senado de la República, dar Primer Debate al Proyecto de Ley No. 
041 de 2025 Senado “Por medio de la cual se modifica el artículo 19 de la ley 1625 de 2013 
y se dictan otras disposiciones – ley por decisiones más equilibradas”, conforme al pliego de 
modificaciones propuesto.

Cordialmente, 

Germán Blanco Álvarez
Senado de la República 
Ponente 
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Texto propuesto para Primer debate del Proyecto de Ley No. 041 de 2025 Senado “Por 
medio de la cual se modifica la Ley 1625 de 2013 y se dictan otras disposiciones” – Ley 

por decisiones más equilibradas

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA

DECRETA:

Artículo 1. Objeto. La presente ley tiene por objeto modificar la Ley 1625 de 2013, con el 
propósito de excluir del poder de veto a los municipios núcleo que no ostenten la calidad de 
capital de departamento en la junta directiva de su respectiva Área Metropolitana. Esta 
exclusión aplica específicamente en los procesos de aprobación del Plan Integral de 
Desarrollo Metropolitano, el Plan de Inversiones y el Presupuesto Anual de Rentas y Gastos 
del Área Metropolitana, así como en la elección del Director del Área Metropolitana.

Artículo 2. Introdúzcase el parágrafo 2 al artículo 19 de la ley 1625 de 2013, cuyo texto 
será el siguiente:
PARAGRAFO 2. Lo dispuesto en el parágrafo anterior, no será aplicable en aquellos casos 
en los cuales el Área Metropolitana esté conformada exclusivamente por municipios que no 
ostenten la calidad de capital de Departamento.

Artículo 3. Introdúzcase el parágrafo 3 al artículo 15 de la ley 1625 de 2013, cuyo texto 
será el siguiente:
PARÁGRAFO 3: El presente articulo no será aplicable a las Áreas Metropolitanas que estén 
conformados por municipios que no sean capital de departamento, y la conformación de la 
junta metropolitana será definida por sus estatutos en el marco de condiciones de igualdad.

Artículo 4. Introdúzcase el parágrafo al artículo 23 de la ley 1625 de 2013, cuyo texto 
será el siguiente:
PARÁGRAFO: El numeral 3 del presente articulo no será aplicable a las Áreas 
Metropolitanas que estén conformadas por municipios que no sean capital de departamento.

Artículo 5. Introdúzcase el parágrafo 2 al artículo 24 de la ley 1625 de 2013, cuyo texto 
será el siguiente:
PARÁGRAFO 2: El presente articulo no será aplicable a las Áreas Metropolitanas que estén 
conformadas por municipios que no sean capital de departamento, y el Director, su elección 
como su perfil será definida por los estatutos. 

Artículo 6. Vigencia. La presente ley rige a partir de su promulgación y publicación en el 
diario oficial y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

Cordialmente, 

Germán Blanco Álvarez
Senado de la República 
Ponente 

INFORME DE PONENCIA POSITIVA PARA PRIMER DEBATE EN LA COMISIÓN 
PRIMERA CONSTITUCIONAL DEL SENADO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA DEL 

PROYECTO DE LEY NÚMERO 77 DE 2025 SENADO

por medio de la cual se modifica el artículo 438 de la Ley 599 de 2000 en lo relacionado con las 
circunstancias de agravación de la falsa denuncia – Justicia sin mentiras.

 

Bogotá, D. C. septiembre de 2025  

 

Honorable Senador 
Julio Elías Chagüi Flórez 
Presidente Comisión Primera Constitucional 
Senado de la República 
Ciudad 
 
 

Ref.: Informe de ponencia positiva para primer debate en la Comisión Primera 
Constitucional del Senado de la República de Colombia del Proyecto de Ley No 077 de 

2025 Senado “Por medio de la cual se modifica el artículo 438 de la ley 599 de 2000 en lo 
relacionado con las circunstancias de agravación de la falsa denuncia – justicia sin 

mentiras”. 

 

 

Respetado presidente, 

Atendiendo a la designación realizada por la Mesa Directiva de la Comisión Primera 
Constitucional Permanente del Senado, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 150 
de la Ley 5ª de 1992, me permito rendir Informe de Ponencia Positiva para Primer Debate en 
la Comisión Primera Constitucional del Senado de la República de Colombia del Proyecto 
de Ley No. 077 de 2025 Senado “Por medio de la cual se modifica el artículo 438 de la ley 
599 de 2000 en lo relacionado con las circunstancias de agravación de la falsa denuncia – 
justicia sin mentiras”. 

 

Cordialmente 

 

 

 

Germán Blanco Álvarez 
Senado de la República  
Ponente  
 

Informe de ponencia Proyecto de Ley No. No 077 de 2025 Senado “Por medio de la cual 
se modifica el artículo 438 de la ley 599 de 2000 en lo relacionado con las circunstancias 
de agravación de la falsa denuncia – justicia sin mentiras

ANTECEDENTES

El presente proyecto de ley fue radicado el 30 de julio del 2025 en la Secretaria General del 
Senado por parte de los senadores Karina Espinosa Oliver, John Jairo Roldan Avendaño, 
Fabio Amin Salame, Laura Fortich Sánchez, Alejandro Vega Pérez, Mauricio Giraldo 
Hernández, Claudia Pérez, Juan Pablo Gallo, Jaime Duran Barrera, Lorena Ríos Cuellar y 
los representantes a la cámara Angela Vergara Gonzales y Luis López Aristizábal y fue
publicado en la gaceta 1419 del 2025 Senado.

Para lo cual la Mesa Directiva de la Comisión Primera del Senado de la República me designa 
como ponente.

OBJETO 

El presente proyecto de ley tiene por objeto modificar el artículo 438 de la Ley 599 de 2000 
con el fin de garantizar la impartición de justicia, sancionando con mayor rigor las falsas 
denuncias contra particulares, especialmente cuando tengan como finalidad causar perjuicios 
graves a la víctima o distorsionar la función judicial.

JUSTIFICACION 

El delito de falsa denuncia es una conducta que no solo afecta la recta administración de 
justicia, sino que también puede tener consecuencias graves en la vida privada, familiar y 
social de las personas injustamente denunciadas. En Colombia, el artículo 436 del Código 
Penal sanciona esta conducta, sin embargo, no contempla agravantes cuando esta se dirige 
contra integrantes de la unidad familiar o cuando involucra a menores de edad.

Por ello, el presente proyecto de ley propone la adición de los siguientes agravantes:

Cuando la falsa denuncia se formule contra cónyuges, compañeros permanentes,
padres, madres, ascendientes, descendientes, hijos adoptivos y demás personas que
integren de manera permanente a la unidad doméstica.

Cuando se acredite, al menos sumariamente, que la finalidad de la conducta era causar
un perjuicio grave a la víctima, promoviendo su aislamiento familiar, la alienación
parental o afectando su entorno laboral o social.
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Cuando, para configurar la falsa denuncia, se utilice, induzca, instruya o
instrumentalice a menores de edad con el propósito de respaldar afirmaciones
fraudulentas.

El uso de la falsa denuncia como un mecanismo de manipulación o represalia dentro del 
núcleo familiar es especialmente nocivo, no solo para el individuo afectado por la denuncia 
falsa, sino también para aquellos terceros que son cercanos o tienen algún vínculo familiar 
con la victima de la falsa denuncia. Debido a que cuando esta conducta se dirige contra 
miembros de la familia, no solo afecta a las partes involucradas, sino que tiene un impacto 
extendido sobre terceros, incluidos menores y otros dependientes.

Por ello, es fundamental sancionar con mayor severidad aquellas denuncias que, formuladas 
con intención dolosa, buscan generar daños graves en la reputación, el entorno laboral, social 
o familiar de la víctima. En particular, cuando la denuncia falsa tiene como finalidad provocar
el aislamiento familiar o la alienación parental, pues esto genera la vulneración de los
derechos fundamentales de los menores, quienes, precisamente, tienen el derecho inalienable
a mantener vínculos afectivos saludables con ambos progenitores y con su familia extendida,
así como a crecer en un entorno estable. Lo que no será posible, si se utiliza a los menores en
la configuración de denuncias fraudulentas, ya que representa una grave vulneración de sus
derechos, pues los expone a riesgos psicológicos y emocionales, además de comprometer su
desarrollo integral.

Ahora bien, el reconocimiento de estos agravantes cumple una función disuasoria, evitando 
el uso indebido de los recursos del sistema judicial y previniendo que este sea 
instrumentalizado como un mecanismo de venganza en conflictos familiares, de pareja, entre 
otras situaciones. Asimismo, dicha modificación se alinea con el principio de responsabilidad 
penal individual, garantizando que toda conducta agravada reciba una respuesta punitiva 
proporcional a su gravedad y a las consecuencias sociales que genera.

Por lo tanto, la propuesta de reformar la legislación penal en materia de falsa denuncia, 
mediante la incorporación de los agravantes expuestos, responde a la imperiosa necesidad de 
proteger la integridad de la unidad familiar, garantizar la estabilidad emocional y social de 
las personas afectadas y salvaguardar los derechos fundamentales de los menores. Es por eso
que, la modificación propuesta no solo es esencial para fortalecer la eficacia y equidad del 
sistema penal, sino que también representa un avance significativo en la protección de valores 
fundamentales como la cohesión familiar. En este sentido, se insta al legislador a adoptar esta 
iniciativa con el propósito de prevenir abusos y garantizar una respuesta judicial 
proporcional, justa y alineada con los principios constitucionales, así como garantizar mayor 
seguridad jurídica y desincentivará el uso del sistema judicial como un mecanismo de 
persecución indebida.

MARCO NORMATIVO 

 

Fundamento Constitucional 

Constitución Política de Colombia (1991): 

- Artículos: 13 (igualdad), 21 (la honra), 29 (debido proceso), 42 (la familia), 228 
(administración de justicia). 

Fundamento Legal 

- Ley 599 de 2000 “Por la cual se expide el Código Penal”. 

Fundamento Jurisprudencial 

- Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, Sala Penal. (X. R. Trujillo 
Hernández, Magistrada Ponente). (Rad. 110016500021 2015 01348 02). Sentencia 
absolutoria en el caso de Diego Pardo Cuellar por el delito de actos sexuales con 
menor de catorce años agravado en concurso homogéneo y sucesivo. Procedente 
del Juzgado 48 Penal del Circuito de Conocimiento: 

“Le resultó llamativo que la madre no presentara la denuncia de forma inmediata, después 
de la supuesta revelación y que el proceso se promoviera justo cuando se iba a permitir la 
pernoctada de la niña en la residencia del progenitor, lo que “sugiere que de pronto hay 
otro tipo de motivaciones para hacer este proceso legal”. 

[…] 

El recuento probatorio precedente abre paso a la incertidumbre, generando duda sobre la 
ocurrencia de los hechos, que por mandato legal (artículo 7º de Código de Procedimiento 
Penal) debe resolverse a favor del procesado. […] 

No obstante, pierde de vista el apelante que, durante el juicio, la defensa sí planteó una 
hipótesis contraria, concretada en que la atribución de los hechos materia de investigación 
y juzgamiento, pudieron motivarse por la conflictiva ruptura de la relación matrimonial 
entre el procesado y la progenitora de S.P.H., la que, de acuerdo con la prueba del ente 
acusador y de la defensa, también sería plausible. 

[…] 

Los peritos psiquiatras del Instituto Nacional de Medicina Legal (Ángela Patricia Murcia 
Ballesteros – testigo de la Fiscalía-) y el de la defensa (José Gregorio Meza Azuero), también 
plantearon la posibilidad de que el conflicto de pareja, fuera el generador de este proceso, 
de acuerdo con lo expuesto en sus apreciaciones y conclusiones. 

[…]

[Resuelve] PRIMERO: Confirmar la sentencia absolutoria emitida el 20 de noviembre de 
2020, por el Juzgado Cuarenta y Ocho Penal del Circuito de Conocimiento de esta ciudad,
a favor de Diego Pardo Cuellar, por las razones esbozadas en la parte motiva de esta 
decisión.” (Subrayado fuera de texto)

PLIEGO DE MODIFICACIONES 

Texto propuesto Texto con modificaciones Observaciones
“Por medio de la cual se 
modifica el artículo 438 de 
la Ley 599 de 2000 en lo 
relacionado con las 
circunstancias de 
agravación de la falsa 
denuncia – ‘Justicia Sin 
Mentiras”

Sin modificación

Artículo 1. Objeto. La 
presente ley tiene por objeto 
modificar el artículo 438 de 
la Ley 599 de 2000 con el fin 
de garantizar la eficaz y 
recta impartición de justicia, 
sancionando con mayor 
rigor las falsas denuncias 
contra particulares, 
especialmente cuando 
tengan como finalidad 
causar perjuicios graves a la 
víctima o distorsionar la 
función judicial.

Artículo 2. Modifíquese el 
artículo 438 del Título XVI 
'Delitos contra la Eficaz y 
Recta Impartición de 
Justicia', Capítulo I 'De las 
Falsas Imputaciones ante las 
Autoridades', de la Ley 599 
de 2000 'Por la cual se 
expide el Código Penal', el 
cual quedará así:

Artículo 2. Modifíquese el 
artículo 438 del Título XVI 
'Delitos contra la Eficaz y 
Recta Impartición de 
Justicia', Capítulo I 'De las 
Falsas Imputaciones ante las 
Autoridades', de la Ley 599 
de 2000 'Por la cual se 
expide el Código Penal', el 
cual quedará así:

Se elimina el subrayado del 
texto, se mejora redacción y 
se crea un parágrafo para dar 
claridad que las
circunstancias de 
agravación se aplicarán 
siempre que por sí mismas 
no constituyan otro delito.

ARTÍCULO 438. 
CIRCUNSTANCIAS DE 
AGRAVACIÓN. Si para 
los efectos
descritos en los artículos 
anteriores, el agente simula 
pruebas, las penas 
respectivas se aumentarán
hasta en una tercera parte, 
siempre que esta conducta 
por sí misma no constituya 
otro delito.

La pena respectiva se 
aumentará de una tercera 
parte a la mitad si las 
conductas descritas en los 
artículos anteriores se 
cometieren:

1. Contra los 
cónyuges o compañeros 
permanentes; en el padre y 
la madre de familia, 
aunque no convivan en un 
mismo hogar, en los 
ascendientes o
descendientes de los 
anteriores y los hijos 
adoptivos; y en todas las 
demás

personas que de manera 
permanente se hallaren 
integradas a la unidad 
doméstica.

2. Cuando el agente,
para los efectos descritos 
en los artículos anteriores, 
simule pruebas.

3. Cuando se acredite,
al menos sumariamente, 

ARTÍCULO 438. 
CIRCUNSTANCIAS DE 
AGRAVACIÓN. Si para 
los efectos
descritos en los artículos 
anteriores, el agente simula 
pruebas, las penas 
respectivas se aumentarán 
hasta en una tercera parte, 
siempre que esta conducta 
por sí misma no constituya 
otro delito.

La pena respectiva de los 
artículos anteriores se 
aumentará de una tercera 
parte a la mitad si las 
conductas descritas en los 
artículos anteriores se 
cometieren:

1. Contra los cónyuges
o compañeros permanentes;
en el padre y la madre de
familia, aunque no convivan
en un mismo hogar, en los
ascendientes o
descendientes de los 
anteriores y los hijos 
adoptivos; y en todas las 
demás

personas que de manera 
permanente se hallaren 
integradas a la unidad
doméstica.

2. Cuando el agente,
para los efectos descritos en
los artículos anteriores,
simule pruebas.

3. Cuando se acredite,
al menos sumariamente, que
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que la finalidad de la 
conducta era causar un 
perjuicio grave a la 
víctima, promoviendo su 
aislamiento familiar, la 
alienación parental o con 
la intención de afectar su 
entorno laboral o social.

4. Cuando para la
configuración de la falsa 
denuncia se utilice, 
induzca, instruya o 
instrumentalice a menores 
de edad con el propósito de 
respaldar las afirmaciones 
fraudulentas.

la finalidad de la conducta 
era causar un perjuicio grave 
a la víctima, promoviendo 
su aislamiento familiar, la 
alienación parental o con la 
intención de afectar su 
entorno laboral o social.

4. Cuando para la 
configuración de la falsa 
denuncia se utilice, induzca, 
instruya o instrumentalice a 
menores de edad con el 
propósito de respaldar las 
afirmaciones fraudulentas.

Parágrafo. Las 
circunstancias de 
agravación se aplicarán 
siempre que por sí mismas
no constituyan otro delito.

Artículo 4. Vigencia y 
derogatorias. La presente 
ley rige a partir de su 
promulgación y deroga 
todas las disposiciones que 
le sean contrarias.

Artículo 3 4. Vigencia y 
derogatorias. La presente 
ley rige a partir de su 
promulgación y deroga 
todas las disposiciones que 
le sean contrarias.

Se modifica numeración.

IMPACTO FISCAL

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 7° de la Ley 819 de 2003, el presente proyecto 
de ley no implica orden de gasto ni otorga beneficios tributarios adicionales, razón por la cual 
se concluye que no genera impacto fiscal. En consecuencia, el Gobierno Nacional no deberá 
destinar recursos distintos a los ya aprobados o previstos para la implementación de leyes 
anteriores.

CONFLICTO DE INTERÉS

El artículo 3 de la Ley 2003 de 2019 establece la obligación de consignar las consideraciones 
que describan circunstancias o eventos que puedan generar un conflicto de interés para los 
Congresistas de la República en la discusión y votación de iniciativas legislativas, de 
conformidad con el artículo 286 de la Ley 5 de 1992, modificado por el artículo 1 de la Ley 
2003 de 2019, el cual dispone:

Artículo 286. Régimen de conflicto de interés de los congresistas. Todos los congresistas 
deberán declarar los conflictos de interés que pudieran surgir en ejercicio de sus funciones. 
Se entiende por conflicto de interés aquella situación en la que la discusión o votación de un 
proyecto de ley, acto legislativo o artículo pueda resultar en un beneficio particular, actual 
y directo para el congresista.

Beneficio particular: aquel que otorga un privilegio, genera ganancias, crea 
indemnizaciones económicas o elimina obligaciones a favor del congresista que no sean 
extensibles al resto de los ciudadanos. También incluye modificaciones normativas que 
afecten investigaciones penales, disciplinarias, fiscales o administrativas en las que se 
encuentre formalmente vinculado.

Artículo 286. Régimen de conflicto de interés de los congresistas. Todos los congresistas 
deberán declarar los conflictos de interés que pudieran surgir en ejercicio de sus funciones. 
Se entiende por conflicto de interés aquella situación en la que la discusión o votación de un 
proyecto de ley, acto legislativo o artículo pueda resultar en un beneficio particular, actual 
y directo para el congresista.

Beneficio particular: aquel que otorga un privilegio, genera ganancias, crea 
indemnizaciones económicas o elimina obligaciones a favor del congresista que no sean 
extensibles al resto de los ciudadanos. También incluye modificaciones normativas que 
afecten investigaciones penales, disciplinarias, fiscales o administrativas en las que se 
encuentre formalmente vinculado.

Beneficio actual: aquel que se configura efectivamente en el momento en que el congresista 
participa en la decisión.

Beneficio directo: aquel que se produce de manera específica en favor del congresista, su 
cónyuge, compañero o compañera permanente, o parientes dentro del segundo grado de 
consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil (…)”.

Con base en lo anterior, se considera que frente al presente proyecto, no se generan conflictos 
de interés alguno, puesto que las disposiciones aquí contenidas son generales y no generan 
beneficios particulares, actuales y directos.

Sin perjuicio de lo anterior, se debe tener en cuenta que la descripción de los posibles 
conflictos de interés que se puedan presentar frente al trámite del presente proyecto de Ley 
no exime del deber del Congresista de identificar causales adicionales.

PROPOSICIÓN 

En virtud de las consideraciones anteriormente expuestas, solicito a los miembros de la
Comisión Primera del Senado de la República, dar Primer Debate al Proyecto de Ley No.
077 de 2025 Senado “Por medio de la cual se modifica el artículo 438 de la Ley 599 de 2000 
en lo relacionado con las circunstancias de agravación de la falsa denuncia – ‘Justicia Sin 
Mentiras’ conforme al pliego de modificaciones propuesto.

Cordialmente,

Germán Blanco Álvarez
Senado de la República 
Ponente 

Texto propuesto para Primer Debate en la Comisión Primera Constitucional del 
Senado de la República de Colombia del Proyecto de Ley No. No 077 de 2025 Senado 

“Por medio de la cual se modifica el artículo 438 de la ley 599 de 2000 en lo 
relacionado con las circunstancias de agravación de la falsa denuncia – justicia sin 

mentiras”.

EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA:

Artículo 1. Objeto. La presente ley tiene por objeto modificar el artículo 438 de la Ley 599 
de 2000 con el fin de garantizar la eficaz y recta impartición de justicia, sancionando con 
mayor rigor las falsas denuncias contra particulares, especialmente cuando tengan como 
finalidad causar perjuicios graves a la víctima o distorsionar la función judicial.

Artículo 2. Modifíquese el artículo 438 del Título XVI 'Delitos contra la Eficaz y Recta 
Impartición de Justicia', Capítulo I 'De las Falsas Imputaciones ante las Autoridades', de la 
Ley 599 de 2000 'Por la cual se expide el Código Penal', el cual quedará así:

ARTÍCULO 438. CIRCUNSTANCIAS DE AGRAVACIÓN. La pena respectiva de los 
artículos anteriores se aumentará de una tercera parte a la mitad si las conductas se 
cometieren:

1. Contra los cónyuges o compañeros permanentes; en el padre y la madre de
familia, aunque no convivan en un mismo hogar, en los ascendientes o
descendientes de los anteriores y los hijos adoptivos; y en todas las demás
personas que de manera permanente se hallaren integradas a la unidad
doméstica.

2. Cuando el agente, para los efectos descritos en los artículos anteriores, simule
pruebas.

3. Cuando se acredite, al menos sumariamente, que la finalidad de la conducta
era causar un perjuicio grave a la víctima, promoviendo su aislamiento
familiar, la alienación parental o con la intención de afectar su entorno laboral
o social.

4. Cuando para la configuración de la falsa denuncia se utilice, induzca, instruya
o instrumentalice a menores de edad con el propósito de respaldar las
afirmaciones fraudulentas.
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Parágrafo. Las circunstancias de agravación se aplicarán siempre que por sí mismas no 
constituyan otro delito.

Artículo 3. Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a partir de su promulgación y 
deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

Cordialmente,

Germán Blanco Álvarez
Senado de la República 
Ponente 
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